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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	TÍTULO	PRELIMINAR.
TÍTULO	I	(DE	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES):	CAPÍTULO	I.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez cerrado el texto de la Constitución por las Cortes Generales el 31 de octubre de 1978, mediante Real
Decreto 2550/1978 se convocó el Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo
lugar el 6 de diciembre siguiente. Se llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978.
El Proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	TÍTULO	I:	DERECHOS
Y	DEBERES	FUNDAMENTALES):	CAPÍTULO	II:	DERECHOS

FUNDAMENTALES	Y	LIBERTADES	PÚBLICAS.

El Capítulo Segundo (“Derechos y libertades”) del Título I de la Constitución se divide en dos Secciones:

- Sección 1ª, “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas”, recoge el conjunto de
derechos públicos ejercitables frente a los poderes públicos.

- Sección 2ª, “De los derechos y deberes de los ciudadanos”, se recogen, junto a los básicos deberes
ciudadanos, otros derechos que no implican, como los de la Sección 1ª derechos de libertad sino que
afectan a otros ámbitos jurídicos del individuo (matrimonio, herencia, propiedad privada, etc.).

El Capítulo Segundo se inicia con el art. 14, donde se recoge el principio de igualdad: Los	españoles	son	iguales
ante	la	ley,	sin	que	pueda	prevalecer	discriminación	alguna	por	razón	de	nacimiento,	raza,	sexo,	religión,	opinión
o	cualquier	otra	condición	o	circunstancia	personal	o	social.

SECCIÓN	PRIMERA:	DERECHOS	FUNDAMENTALES	Y	LIBERTADES	PÚBLICAS

DERECHO A LA VIDA.- Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso,
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de
muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

LIBERTAD IDEOLÓGICA Y RELIGIOSA.- Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los indivi-
duos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el manteni-
miento del orden público protegido por la ley.

Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religio-
sas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia
Católica y las demás confesiones.

LIBERTAD Y SEGURIDAD.- Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado
de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en la Constitución [artículo 17] y en los casos y
en la forma previstos en la ley.

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de
las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de
setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
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TEMA	3.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	TÍTULO	VIII	(ORGANIZACIÓN
TERRITORIAL	DEL	ESTADO):	CAPÍTULO	I:	PRINCIPIOS	GENERALES,

CAPÍTULO	II:	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas está basado en la distinción entre
las competencias exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas
entre el Estado y las Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad
legislativa y la capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una
diferente distribución de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas,
las cuales suelen disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto
de competencias, corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente
descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, disponen, en virtud de su régimen foral, de dos regímenes
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TEMA	4.‐	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	EXTREMADURA:	TÍTULO	PRELIMINAR:
DISPOSICIONES	GENERALES.	DERECHOS,	DEBERES	Y	PRINCIPIOS	RECTORES.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	EXTREMADURA

1.1.- INTRODUCCIÓN

El proceso de elaboración de un nuevo Estatuto de Autonomía para la Comunidad Autónoma de Extremadura
se ha prolongado durante más de tres años. El impulso inicial parte del Decreto 295/2007, de 14 de septiem-
bre, de la Comisión de Expertos para el estudio y deliberación de las cuestiones relacionadas con la reforma
del Estatuto de Autonomía y la financiación autonómica. Éste es publicado en el Diario Oficial de Extremadu-
ra número 109, de 20 de septiembre de 2007. Este Decreto crea una Comisión presidida por Don Alberto
Oliart Saussol e integrada por 12 vocales más con la intención de que sirva como referente al proceso de
reforma estatutaria que empezaba entonces. 

El 18 de octubre de 2007 se publica en el Boletín Oficial de la Asamblea de Extremadura el Acuerdo de
creación de la Comisión no Permanente de Reforma del Estatuto de Autonomía. Tras varias reuniones esta
Comisión aprueba el Dictamen con la Propuesta de Reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad
Autónoma de Extremadura. El Pleno de la Asamblea aprueba el texto y designa, en su sesión del 10 de
septiembre de 2009, a los integrantes de la delegación para la defensa de la propuesta de Estatuto ante las
Cortes Generales. Las personas nombradas fueron don Guillermo Fernández Vara, don José Antonio Monago
Terraza y don José Ignacio Sánchez Amor. En ambos casos la Asamblea extremeña se pronunció por unanimi-
dad de sus miembros.

Ya en el Congreso de los Diputados, el debate y votación de totalidad de la propuesta del Estatuto se produce
el 20 de noviembre de 2009. Inmediatamente después el texto se remite a la Comisión Constitucional de la
Cámara Baja, que aprueba su Dictamen el 15 de diciembre de 2010 sin introducir cambios de gran calado
respecto del texto consensuado en la Asamblea de Extremadura. La parte dispositiva sigue contando con 91
artículos, a los que se añaden en el Congreso dos Disposiciones Adicionales sobre la constitución de la
Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales y sobre la creación de un cuerpo de policía autonómica.
Otras cuestiones que sufren alteraciones son el régimen de transferencia de medios materiales y financieros
desde la Administración General del Estado a la Junta de Extremadura o el régimen de responsabilidad de
los poderes públicos y la Administración. El Pleno aprueba el Dictamen de la Comisión el 21 de diciembre
de 2010. Al tratarse de una Ley Orgánica, se exigió una votación final sobre el conjunto del texto que requería
mayoría absoluta. El resultado final fue de 341 votos afirmativos, 3 votos negativos y una abstención.

La propuesta de reforma fue remitida posteriormente al Senado, donde fue estudiada por la Comisión
General de Comunidades Autónomas. Sin embargo en la Cámara Alta no se aprobaron enmiendas, por lo que
el texto salido del Congreso fue debatido y votado en el Pleno del Senado el 19 de enero de 2011 con 240
votos a favor, ningún voto en contra y una abstención. La Ley Orgánica 1/2011, de Reforma del Estatuto de
Autonomía de Extremadura, fue publicada en el Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de Extremadu-
ra el 29 de enero de 2011.
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TEMA	5.‐	LEY	8/2011,	DE	IGUALDAD	ENTRE	MUJERES	Y	HOMBRES	Y	CONTRA
LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO	EN	EXTREMADURA:	TÍTULO	PRELIMINAR:

DISPOSICIONES	GENERALES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La desigualdad de género supone una de las principales barreras en el desarrollo social, político y económico
de todas las sociedades. Las especiales circunstancias históricas y las características estructurales de Extre-
madura han condicionado el ejercicio de los derechos de ciudadanía de las mujeres extremeñas, y la supera-
ción de un modelo androcéntrico y sexista de relación entre los sexos.

La superación de esta desigualdad por razón de género ha sido impulsada de manera extraordinaria y ha
producido profundos cambios sociales, gracias a la aportación fundamental de los movimientos feministas
y de las mujeres y el esfuerzo de todas las personas que desde el anonimato han trabajado en favor de los
derechos de las mujeres. Sin embargo, la plena efectividad de la igualdad material necesita aún del esfuerzo
de los poderes públicos.

La Ley 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre Mujeres y Hombres y contra la Violencia de Género en
Extremadura aspira a conseguir la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres, así como erradicar la
violencia de género. El principio de igualdad entre mujeres y hombres, así como la expresa prohibición de
cualquier tipo de discriminación por razón de sexo y el derecho a la atención integral de las víctimas de
violencia de género están recogidos en diferentes normas jurídicas.

La ley contiene 106 artículos y se estructura en un Título Preliminar, seis Títulos, dos disposiciones adiciona-
les, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
• TÍTULO I. Competencias, funciones, organización institucional, coordinación y financiación

CAPÍTULO I. Competencias y funciones

CAPÍTULO II. Organización institucional. Cooperación, coordinación y consulta entre las administra-
ciones públicas de Extremadura

Sección 1.ª Organismos y unidades de igualdad de la Administración de la Comunidad Autónoma
Sección 2.ª Órganos de cooperación y coordinación

CAPÍTULO III. Financiación
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TEMA	6.‐	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	OBJETO,
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	Y	DEFINICIONES.	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.
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TEMA	7.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES	Y
GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DISPOSICIONES	GENERALES.
PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018

1.1.- INTRODUCCIÓN

La adaptación a la normativa europea expresada en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD),
aplicable a partir del 25 de mayo de 2018, ha requerido la elaboración de una nueva ley orgánica que
sustituya a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. Esta
norma ha sido la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales, que presenta la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO I. Disposiciones generales
• TÍTULO II. Principios de protección de datos
• TÍTULO III. Derechos de las personas

CAPÍTULO I. Transparencia e información
CAPÍTULO II. Ejercicio de los derechos

• TÍTULO IV. Disposiciones aplicables a tratamientos concretos
• TÍTULO V. Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I. Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa
CAPÍTULO II. Encargado del tratamiento
CAPÍTULO III. Delegado de protección de datos
CAPÍTULO IV. Códigos de conducta y certificación

• TÍTULO VI. Transferencias internacionales de datos
• TÍTULO VII. Autoridades de protección de datos

CAPÍTULO I. La Agencia Española de Protección de Datos

Sección 1.ª Disposiciones generales
Sección 2.ª Potestades de investigación y planes de auditoría preventiva
Sección 3.ª Otras potestades de la Agencia Española de Protección de Datos

CAPÍTULO II. Autoridades autonómicas de protección de datos
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TEMA	8.‐	LEY	7/1985,	REGULADORA	DE	LAS	BASES
DEL	RÉGIMEN	LOCAL:	TÍTULO	I:	DISPOSICIONES	GENERALES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, es el texto legal con el que el Estado
da respuesta a la regulación de las bases sobre el régimen local que se prevé en la Constitución. Sus caracte-
rísticas fundamentales son:

-En su aspecto formal, se trata de una ley ordinaria, pero de una ley ordinaria“especial” por la importan-
cia de su contenido para las entidades locales constitucionalmente reconocidas.

-Es una “ley básica”, no en el sentido de las leyes de bases a las que alude el artículo 82 de la CE, que
implica una delegación legislativa y precisan de una articulación posterior por parte del propio Estado,
sino en la línea prevista en el artículo149.1.18 de la CE, en que la ley estatal fija las bases o “directrices
fundamentales”relativas a las materias allí enumeradas. Bases susceptibles de desarrollo legislativo, a
cargo del Estado o de la comunidad autónoma según las materias. Las consecuencias que se derivan de
este carácter de ley básica son principalmente dos: por un lado, la legislación autonómica no podrá
vulnerar dichas bases; pero, por otro, las bases no podrán descender a detalles o pormenores impropios
de su naturaleza de tales, ya que eso supondría una traba para la facultad legislativa de desarrollo
reconocida a las comunidades autónomas.

-Es una ley delegante según lo dispuesto en el artículo 82.2 de la CE, puesto que autoriza al gobierno de
la nación para refundir en el plazo de un año las disposiciones legales vigentes de acuerdo con lo dispues-
to en la disposición derogatoria de la Ley.

-Cumple adicionalmente una función de “ley marco”, en relación con las competencias legislativas o de
desarrollo de la legislación estatal sobre régimen local, eventualmente asumidas por las comunidades
autónomas de estatuto ordinario.

La Ley 7/1985 es por tanto una ley compleja en su composición final y en ella se pueden diferenciar dos
grandes bloques:

1) El del estatuto subjetivo de los entes locales y ordenaciones relacionadas, que puede subdividirse a
su vez en tres ámbitos: el de la organización y funcionamiento internos de los entes locales que sean
relevantes para la autonomía local; el régimen jurídico general de la Administración pública, y el de las
haciendas locales.

2) Destinado a establecer una adecuada conexión con la legislación sectorial correspondiente a través
del mecanismo de asignación de competencias a los entes locales, que en consecuencia quedaría fuera
de la nueva legislación sobre el régimen local.
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TEMA	9.‐	LEY	7/1985,	REGULADORA	DE	LAS	BASES
DEL	RÉGIMEN	LOCAL:	TÍTULO	II:	EL	MUNICIPIO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

“Municipio” deriva del vocablo latino "municipium", nombre que daban los romanos a entes con personali-
dad jurídica independiente, leyes propias, y patrimonio distinto de los habitantes que la conformaban,
derivados de la práctica de someter a los pueblos conquistados, pero manteniendo la organización interna
de sus ciudades, con una doble estructura administrativa: las autoridades romanas y las de carácter local.

Desde época romana el municipio ya poseía una organización popular. Era el pueblo, congregado en asam-
blea, quien designaba a sus representantes y gestores. La lex	lulia	municipalis (45 a. de J.C.) reguló la organi-
zación municipal romana.

A pesar de la invasión de los bárbaros y del establecimiento del imperio visigótico, la institución del munici-
pio no pudo ser destruida, sobreviviendo a su vez a la invasión árabe y transformándose y engrandeciéndose
durante las luchas de la Reconquista. Pero sus notas caracterizadoras ya no serán las del municipio anterior
a la invasión musulmana.

En la Edad Media el municipio clásico no fue una institución puramente administrativa, como en Roma, sino
un verdadero organismo político con leyes propias (fueros), que aplicaban las autoridades con independen-
cia y hasta con fuerza militar (milicias). El único límite a la soberanía de aquellas repúblicas federales era
el reconocimiento de la autoridad del Rey. 

Pero ya en el siglo XIV se advierte la decadencia de los municipios, siendo la Constitución de 1812 el punto
de partida del moderno municipio español.

Urbanísticamente, a principios del siglo XIX aún persistía en Europa el  sistema de ciudad medieval aislada
por la muralla. La tendencia progresiva a la concentración de la población obliga a buscar mayores espacios
para su desarrollo físico y económico. Éstas necesidades impulsan las primeras leyes urbanísticas españolas,
que son de ensanche: Planes de Ensanche de Madrid y Barcelona (1860), Ley de Ensanche (1864), y Regla-
mento de la Ley de Ensanche (1867).

El siglo XIX comienza marcado por otro cambio revolucionario propio que fue la Constitución y las Cortes
de Cádiz (1812), cuyos postulados liberales incorporan el carácter electivo y democrático de los Ayuntamien-
tos. Fue la misma Constitución que creó a los Secretarios de Ayuntamiento. El sistema parecía eficiente pero
este siglo se caracterizó en nuestro país por la alternancia en el poder y el predominio del modelo centraliza-
do o descentralizado según el partido político gobernante.

Así, con Fernando VII (Decreto de 1823) aparece el llamado Jefe Político, como figura importante delegada
de la monarquía, que controla Provincias y Ayuntamientos. La Constitución de 1845, por su parte, viene
acompañada de la Ley de organización y atribuciones de los Ayuntamientos, de corte democrático pero
conservador, de la cual destaca la figura del Alcalde-corregidor.
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TEMA	10.‐	LEY	7/1985,	REGULADORA	DE	LAS	BASES	DEL	RÉGIMEN	LOCAL:
TÍTULO	VI:	BIENES,	ACTIVIDADES	Y	SERVICIOS.

El Título VI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, trata de los bienes,
actividades y servicios, y contratación, con la siguiente estructura:

CAPÍTULO I. Bienes
CAPÍTULO II. Actividades y servicios

1.‐	BIENES

Patrimonio de las entidades locales.- El patrimonio de las entidades locales está constituido por el conjunto
de bienes, derechos y acciones que les pertenezcan.

Los bienes de las entidades locales son de dominio público o patrimoniales.

Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio público. Tienen la consideración de
comunales aquellos cuyo aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

Bienes comunales.- Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables, inembarga-
bles e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno.

Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y, en su defecto, por las normas de Dere-
cho privado.

Alteración jurídica de los bienes locales.- La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las entida-
des locales requiere expediente en el que se acrediten su oportunidad y legalidad. No obstante, la
alteración se produce automáticamente en los siguientes supuestos:

a) Aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios.
b) Adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco años a un uso o servicio públicos.

Prerrogativas.- Las entidades locales gozan, respecto de sus bienes, de las siguientes prerrogativas:

a) La de recuperar por sí mismas su posesión en cualquier momento cuando se trate de los de dominio
público, y en el plazo de un año, los patrimoniales.

b) La de deslinde, que se ajustará a lo dispuesto en la legislación del Patrimonio del Estado y, en su caso,
en la legislación de los montes.

Montes vecinales.- Los montes vecinales en mano común se regulan por su legislación específica.
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TEMA	11.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	TÍTULO	PRELIMINAR:	DISPOSICIONES

GENERALES.	TÍTULO	I:	LOS	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.



www.temariosenpdf.es Tema 12 - Pág. 1

TEMA	12.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	TÍTULO	II:	LA	ACTIVIDAD

DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, regula la
actividad de las Administraciones Públicas en su Titulo II, con el contenido siguiente:

CAPÍTULO I. Normas generales de actuación
CAPÍTULO II. Términos y plazos

1.‐	NORMAS	GENERALES	DE	ACTUACIÓN

Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.- Quienes tienen capacidad
de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes
derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electró-
nico de la Administración.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las AA.PP.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo
previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley
19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordena-
miento Jurídico.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de
facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

f) A exigir las responsabilidades de las AA.PP. y autoridades, cuando así corresponda legalmente.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el la Ley 39/2015 referidos a los intere-
sados en el procedimiento administrativo.
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TEMA	13.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	TÍTULO	III:	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, regula los actos
administrativos en su Titulo III, con el contenido siguiente:

CAPÍTULO I: Requisitos de los actos administrativos
CAPÍTULO II: Eficacia de los actos
CAPÍTULO III: Nulidad y anulabilidad

1.‐	REQUISITOS	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Producción y contenido.- Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio
o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al
procedimiento establecido.

El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Motivación.- Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.

g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedi-
mientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.
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TEMA	14.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	TÍTULO	IV:	LAS	DISPOSICIONES

SOBRE	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.

INTRODUCCIÓN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
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TEMA	15.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	TÍTULO	V:	LA	REVISIÓN

DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA.

1.‐	LA	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
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TEMA	16.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
LOS	ÓRGANOS	ADMINISTRATIVOS:	TÍTULO	PRELIMINAR:	CAPÍTULO	I:
DISPOSICIONES	GENERALES.	CAPÍTULO	II:	LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	17.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	TÍTULO
PRELIMINAR:	CAPÍTULO	III:	PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA.

CAPÍTULO	IV:	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA

La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece los principios de la potestad sancionadora
en su Capítulo III (arts. 25 a 31), con el contenido siguiente.

Principio de legalidad.- La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá cuando haya
sido expresamente reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento
previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en la Ley de Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y, cuando se trate de Entidades Locales, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley de Bases del Régimen Local.

El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos que la tengan expre-
samente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario.

Las disposiciones de este Capítulo serán extensivas al ejercicio por las Administraciones Públicas de su
potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de
la relación de empleo.

Las disposiciones de este capítulo no serán de aplicación al ejercicio por las Administraciones Públicas
de la potestad sancionadora respecto de quienes estén vinculados a ellas por relaciones reguladas por
la legislación de contratos del sector público o por la legislación patrimonial de las Administraciones
Públicas.

Irretroactividad.- Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse
los hechos que constituyan infracción administrativa.

Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infrac-
tor o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de
prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva
disposición.

Principio de tipicidad.- Sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento
jurídico previstas como tales infracciones por una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto para la Administra-
ción Local en la Ley de Bases del Régimen Local.

Las infracciones administrativas se clasificarán por la Ley en leves, graves y muy graves.

Únicamente por la comisión de infracciones administrativas podrán imponerse sanciones que, en todo
caso, estarán delimitadas por la Ley.
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TEMA	18.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
TÍTULO	PRELIMINAR:	CAPÍTULO	V:	FUNCIONAMIENTO

ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

La sede electrónica.- La sede electrónica es aquella dirección electrónica, disponible para los ciudadanos a
través de redes de telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o
bien a una o varios organismos públicos o entidades de Derecho Público en el ejercicio de sus competen-
cias.

El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integri-
dad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la
misma.

Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes
electrónicas, con sujeción a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguri-
dad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la
identificación del órgano titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de
sugerencias y quejas.

Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones
seguras siempre que sean necesarias.

La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones respetará los
principios de accesibilidad y uso de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos
y, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.

Las sedes electrónicas utilizarán, para identificarse y garantizar una comunicación segura con las
mismas, certificados reconocidos o cualificados de autenticación de sitio web o medio equivalente.

Portal de internet.- Se entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad corres-
ponda a una Administración Pública, organismo público o entidad de Derecho Público que permite el
acceso a través de internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondien-
te.

Sistemas de identificación de las Administraciones Públicas.- Las Administraciones Públicas podrán identifi-
carse mediante el uso de un sello electrónico basado en un certificado electrónico reconocido o cualifica-
do que reúna los requisitos exigidos por la legislación de firma electrónica. Estos certificados electróni-
cos incluirán el número de identificación fiscal y la denominación correspondiente, así como, en su caso,
la identidad de la persona titular en el caso de los sellos electrónicos de órganos administrativos. La
relación de sellos electrónicos utilizados por cada Administración Pública, incluyendo las características
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TEMA	19.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	RECURSOS	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 141 de la Constitución garantiza la autonomía de los municipios, y el art. 142 recoge el principio de
suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las mismas deberán disponer de los medios suficientes
para el desempeño de las funciones que la ley les atribuye.

El principio de autonomía, referido al ámbito de la actividad financiera local, se traduce en la capacidad de
las Entidades locales para gobernar sus respectivas Haciendas. Esta capacidad implica algo más que la
supresión de la tutela financiera del Estado sobre el sector local involucrando a las propias Corporaciones
en el proceso de obtención y empleo de sus recursos financieros y permitiéndoles incidir en la determinación
del volumen de los mismos y en la libre organización de su gasto, tal y como ha declarado expresamente el
Tribunal Constitucional en su labor integradora de la norma fundamental.

Por su parte, mediante el reconocimiento de la suficiencia financiera se ponen a disposición de las Entidades
locales, entre otras, dos vías fundamentales e independientes de financiación, cuales son los tributos propios
y la participación en tributos del Estado, que por primera vez, van a funcionar integradamente con el objetivo
de proporcionar el volumen de recursos económicos que garantice la efectividad del principio de suficiencia
financiera.

Ahora bien, no sólo se reconocen y se dotan de contenido los principios de autonomía y suficiencia, sino que
se articulan entre sí de tal suerte que ambos se supeditan mutuamente. En efecto, el principio de autonomía
coadyuva a la realización material de la suficiencia financiera en la medida en que ésta depende en gran parte
del uso que las Corporaciones locales hagan de su capacidad para gobernar sus respectivas Haciendas y, en
particular, de su capacidad para determinar dentro de ciertos limites el nivel del volumen de sus recursos
propios. Por su parte, la suficiencia financiera enmarca las posibilidades reales de la autonomía local, pues,
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TEMA	20.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.
RECURSOS	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:	TRIBUTOS.

La Ley Reguladora de las Haciendas Locales regula los tributos con el siguiente detalle y estructura:

Sección 1.ª Normas generales
Sección 2.ª Imposición y ordenación de tributos locales
Sección 3.ª Tasas

Subsección 1.ª Hecho imponible
Subsección 2.ª Sujetos pasivos
Subsección 3.ª Cuantía y devengo

Sección 4.ª Contribuciones especiales

Subsección 1.ª Hecho imponible
Subsección 2.ª Sujeto pasivo
Subsección 3.ª Base imponible
Subsección 4.ª Cuota y devengo
Subsección 5.ª Imposición y ordenación
Subsección 6.ª Colaboración ciudadana

Sección 5.ª Impuestos y recargos

1.‐	NORMAS	GENERALES	DE	LOS	TRIBUTOS

Principios de tributación local.- Los tributos que establezcan las entidades locales al amparo de lo dispuesto
en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes principios:

a) No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos originados ni
gastos realizados fuera del territorio de la respectiva entidad.

b) No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la
Entidad impositora, ni el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan
nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio.

c) No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías o servicios y capita-
les, ni afectar de manera efectiva a la fijación de la residencia de las personas o la ubicación de
empresas y capitales dentro del territorio español, sin que ello obste para que las entidades locales
puedan instrumentar la ordenación urbanística de su territorio.
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TEMA	21.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.	RECURSOS
DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:	PARTICIPACIÓN	EN	LOS	TRIBUTOS

	DEL	ESTADO;	SUBVENCIONES;	PRECIOS	PÚBLICOS.

1.‐	PARTICIPACIONES	EN	LOS	TRIBUTOS	DEL	ESTADO	Y	DE	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS

Las entidades locales participarán en los tributos del Estado en la cuantía y según los criterios que se estable-
cen en esta ley.

Asimismo, las entidades locales participarán en los tributos propios de las comunidades autónomas en la
forma y cuantía que se determine por las leyes de sus respectivos Parlamentos.

2.‐	SUBVENCIONES

Las subvenciones de toda índole que obtengan las entidades locales, con destino a sus obras y servicios no
podrán ser aplicadas a atenciones distintas de aquellas para las que fueron otorgadas, salvo, en su caso, los
sobrantes no reintegrables cuya utilización no estuviese prevista en la concesión.

Para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades públicas otorgantes
de las subvenciones podrán verificar el destino dado a estas. Si tras las actuaciones de verificación resultase
que las subvenciones no fueron destinadas a los fines para los que se hubieran concedido, la entidad pública
otorgante exigirá el reintegro de su importe o podrá compensarlo con otras subvenciones o transferencias
a que tuviere derecho la entidad afectada, con independencia de las responsabilidades a que haya lugar.

3.‐	PRECIOS	PÚBLICOS

Concepto.- La entidades locales podrán establecer precios públicos por la prestación de servicios o la
realización de actividades de la competencia de la entidad local, siempre que no concurra ninguna de las
circunstancias previstas para la percepción de una tasa cuando la prestación de un servicio público o la
realización de una actividad administrativa en régimen de derecho público de competencia local que se
refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo.

Servicios y actividades excluidas.- No podrán exigirse precios públicos por estos servicios y actividades:

a) Abastecimiento de aguas en fuentes públicas.
b) Alumbrado de vías públicas.
c) Vigilancia pública en general.
d) Protección civil.
e) Limpieza de la vía pública.
f) Enseñanza en los niveles de educación obligatoria.
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TEMA	22.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:	RECURSOS
DE	LOS	MUNICIPIOS:	ENUMERACIÓN.	TRIBUTOS	PROPIOS:

TASAS	Y	CONTRIBUCIONES	ESPECIALES.

La Ley Reguladora de las Haciendas Locales (texto refundido según Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5
de marzo) regula en su Título los recursos de los municipios con la siguiente estructura:

CAPÍTULO I. Enumeración

CAPÍTULO II. Tributos propios

Sección 1.ª Tasas

Sección 2.ª Contribuciones especiales

Sección 3.ª Impuestos

Subsección 1.ª Disposición general
Subsección 2.ª Impuesto sobre Bienes Inmuebles
Subsección 3.ª Impuesto sobre Actividades Económicas
Subsección 4.ª Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica
Subsección 5.ª Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras
Subsección 6.ª Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana

1.‐	RECURSOS	DE	LOS	MUNICIPIOS

La hacienda de los municipios estará constituida por los recursos siguientes, en los términos y con las
especialidades que se recogen en este título:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos
exigibles sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.

c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas.

d) Las subvenciones.

e) Los percibidos en concepto de precios públicos.

f) El producto de las operaciones de crédito.
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TEMA	23.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.
TRIBUTOS	PROPIOS:	IMPUESTO	SOBRE	BIENES	INMUEBLES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El impuesto sobre bienes inmuebles, también conocido como IBI o Contribución, es un gravamen anual
municipal obligatorio que tasa el valor de los bienes inmuebles tales como viviendas, locales o terrenos. Este
tributo se abona a los Ayuntamientos correspondientes que lo gestionan, a partir de la información que
contiene el padrón catastral u otros documentos elaborados por la Dirección General del Catastro en la que
es obligatorio inscribirse de manera gratuita. Esta administración es, además, la encargada de mantener
actualizada la información de los inmuebles y cualquier alteración, que deberá incorporarse al padrón a
través el catastro. Por ejemplo, un cambio de titular, modificación de cotitulares, segregación de suelos o
altas de nuevas construcciones.

2.‐	REGULACIÓN	JURÍDICA

El IBI está regulado en el Título II (Recursos de los Municipios) de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales
(LRHL: Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo):

Artículo 60. Naturaleza.
Artículo 61. Hecho imponible y supuestos de no sujeción.
Artículo 62. Exenciones.
Artículo 63. Sujeto pasivo.
Artículo 64. Afección real en la transmisión y responsabilidad solidaria en la cotitularidad.
Artículo 65. Base imponible.
Artículo 66. Base liquidable.
Artículo 67. Reducción en base imponible.
Artículo 68. Duración y cuantía de la reducción.
Artículo 69. Valor base de la reducción.
Artículo 70. Cómputo del período de reducción en supuestos especiales.
Artículo 71. Cuota íntegra y cuota líquida.
Artículo 72. Tipo de gravamen. Recargo por inmuebles urbanos de uso residencial desocupados con
carácter permanente.
Artículo 73. Bonificaciones obligatorias.
Artículo 74. Bonificaciones potestativas.
Artículo 75. Devengo y período impositivo.
Artículo 76. Declaraciones y comunicaciones ante el Catastro Inmobiliario.
Artículo 77. Gestión tributaria del impuesto.
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TEMA	24.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:
TRIBUTOS	PROPIOS:	IMPUESTO	SOBRE	ACTIVIDADES	ECONÓMICAS.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El IAE o Impuesto sobre Actividades Económicas es un impuesto obligatorio, directo y real, cuyo hecho
imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales,
profesionales o artísticas, se ejerzan o no en local determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas
del impuesto. Se trata de un tributo establecido con carácter obligatorio en el texto refundido de la Ley
reguladora de las Haciendas Locales.

Las tarifas del IAE, son una enumeración exhaustiva y detallada de las diferentes actividades económicas,
realizada de acuerdo con la clasificación nacional de actividades económicas (CNAE). En cada una de las
actividades económicas recogidas en las tarifas del IAE, se recoge la cuota que tiene asignada cada actividad
económica o los criterios para su determinación, de tal forma que cada contribuyente debe buscar el epígrafe
concreto en el que debe tributar, pues la determinación de la cuota tributaria se realiza en función de las
tarifas del impuesto.

El IAE está regulado en el Título II (Recursos de los Municipios) de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales (LRHL: Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo):

Artículo 78. Naturaleza y hecho imponible.
Artículo 79. Actividad económica gravada.
Artículo 80. Prueba del ejercicio de actividad económica gravada.
Artículo 81. Supuestos de no sujeción.
Artículo 82. Exenciones.
Artículo 83. Sujetos pasivos.
Artículo 84. Cuota tributaria.
Artículo 85. Tarifas del impuesto.
Artículo 86. Coeficiente de ponderación.
Artículo 87. Coeficiente de situación.
Artículo 88. Bonificaciones obligatorias y potestativas.
Artículo 89. Período impositivo y devengo.
Artículo 90. Gestión tributaria del impuesto.
Artículo 91. Matrícula del impuesto.

2.‐	REGULACIÓN	JURÍDICA

Naturaleza y hecho imponible.- El Impuesto sobre Actividades Económicas es un tributo directo de carácter
real, cuyo hecho imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades
empresariales, profesionales o artísticas, se ejerzan o no en local determinado y se hallen o no especifica-
das en las tarifas del impuesto.
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TEMA	25.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.
TRIBUTOS	PROPIOS:	IMPUESTO	SOBRE	VEHÍCULOS	DE	TRACCIÓN	MECÁNICA.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM) es uno de los impuestos que obligatoriamente
exigen todos los Ayuntamientos españoles encargados de su gestión, inspección y recaudación. Es de carácter
directo, real, de carácter patrimonial y periódico. Constituye el hecho imponible del Impuesto la titularidad
de los vehículos de tracción mecánica aptos para circular por las vías públicas, cualquiera que sea su clase
y su categoría.

La cesión a los ayuntamientos se realiza mediante la Ley de Haciendas Locales y es uno de los ingresos
tributarios con relativo peso específico dentro de los presupuestos municipales, además del impuesto de
bienes inmuebles y los impuestos relativos a la construcción.

2.‐	REGULACIÓN	DEL	IVTM

Naturaleza y hecho imponible.- El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica es un tributo directo que
grava la titularidad de los vehículos de esta naturaleza, aptos para circular por las vías públicas, cuales-
quiera que sean su clase y categoría.

Se considera vehículo apto para la circulación el que hubiera sido matriculado en los registros públicos
correspondientes y mientras no haya causado baja en éstos. A los efectos de este impuesto también se
considerarán aptos los vehículos provistos de permisos temporales y matrícula turística.

No están sujetos a este impuesto:

a) Los vehículos que habiendo sido dados de baja en los Registros por antigüedad de su modelo,
puedan ser autorizados para circular excepcionalmente con ocasión de exhibiciones, certámenes o
carreras limitadas a los de esta naturaleza.

b) Los remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica cuya carga útil
no sea superior a 750 kilogramos.

Exenciones.- Estarán exentos del impuesto:

a) Los vehículos oficiales del Estado, comunidades autónomas y entidades locales adscritos a la defensa
nacional o a la seguridad ciudadana.

b) Los vehículos de representaciones diplomáticas, oficinas consulares, agentes diplomáticos y funciona-
rios consulares de carrera acreditados en España, que sean súbditos de los respectivos países, externa-
mente identificados y a condición de reciprocidad en su extensión y grado. Asimismo, los vehículos de
los organismos internacionales con sede u oficina en España y de sus funcionarios o miembros con
estatuto diplomático.
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TEMA	26.‐	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES.	TRIBUTOS	PROPIOS:
IMPUESTO	SOBRE	CONSTRUCCIONES,	INSTALACIONES	Y	OBRAS.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras (ICIO) es un impuesto local de carácter voluntario,
indirecto, real, objetivo y no periódico cuyo hecho imponible lo constituye la realización de cualquier
construcción, instalación u obra para la que se exija la obtención de la licencia de obras o urbanística, se haya
obtenido o no dicha licencia. Su expedición corresponde al Ayuntamiento que exige la tributación.

El ICIO está regulado en el Título II (Recursos de los Municipios) de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales (LRHL: Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo):

Artículo 100. Naturaleza y hecho imponible.
Artículo 101. Sujetos pasivos.
Artículo 102. Base imponible, cuota y devengo.
Artículo 103. Gestión tributaria del impuesto.

2.‐	REGULACIÓN	DEL	ICIO

Naturaleza y hecho imponible.- El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras es un tributo
indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, dentro del término municipal, de
cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia
de obras o urbanística, se haya obtenido o no dicha licencia, o para la que se exija presentación de
declaración responsable o comunicación previa, siempre que la expedición de la licencia o la actividad
de control corresponda al ayuntamiento de la imposición.

Está exenta del pago del impuesto la realización de cualquier construcción, instalación u obra de la que
sea dueño el Estado, las comunidades autónomas o las entidades locales, que estando sujeta al impuesto,
vaya a ser directamente destinada a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas,
saneamiento de poblaciones y de sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve a cabo por organismos
autónomos, tanto si se trata de obras de inversión nueva como de conservación.

Sujetos pasivos.‐ Son sujetos pasivos de este impuesto, a título de contribuyentes, las personas físicas,
personas jurídicas o herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de
personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de
imposición, que sean dueños de la construcción, instalación u obra, sean o no propietarios del inmueble
sobre el que se realice aquélla.

A los efectos previstos en el párrafo anterior tendrá la consideración de dueño de la construcción,
instalación u obra quien soporte los gastos o el coste que comporte su realización.
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TEMA	27.‐	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO:
TÍTULO	I	(OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN).

1.‐	INTRODUCCIÓN

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.

El Estatuto Básico contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de todas las Administracio-
nes Públicas, más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
reconoce e integra la evidencia del papel creciente que en el conjunto de Administraciones Públicas viene
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TEMA	28.‐	LEY	13/2015,	DE	FUNCIÓN	PÚBLICA	DE	EXTREMADURA:
TÍTULO	PRELIMINAR	(OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN).	TÍTULO	II
(PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	DE
EXTREMADURA):	CAPÍTULO	I:	EMPLEADOS	PÚBLICOS.	TÍTULO	III
(ORDENACIÓN	Y	ESTRUCTURA	DE	LOS	RECURSOS	HUMANOS).

INTRODUCCIÓN

La Ley 13/2015, de 8 de abril, de Función Pública de Extremadura, se estructura actualmente en diez títulos,
más un título preliminar introductorio, doce disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, una
disposición derogatoria y dos disposiciones finales:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Objeto, principios rectores y ámbito de aplicación
• TÍTULO I. Órganos competentes en materia de función pública
• TÍTULO II. Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Extremadura

CAPÍTULO I. Empleados públicos
CAPÍTULO II. Personal directivo profesional

• TÍTULO III. Ordenación y estructura de los recursos humanos

CAPÍTULO I. Planificación de los recursos humanos
CAPÍTULO II. Estructura y ordenación del empleo público
CAPÍTULO III. Registros de Personal

• TÍTULO IV. Derechos y deberes

CAPÍTULO I. Derechos del personal empleado público
CAPÍTULO II. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones
CAPÍTULO III. Régimen retributivo
CAPÍTULO IV. Deberes del personal empleado público, ppios. de conducta y régimen de incompatib.
CAPÍTULO V. La formación de los empleados públicos. La Escuela de Admón. Pública de Extremadura
CAPÍTULO VI. Derecho a la protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo

• TÍTULO V. Dº a la negociación colectiva, representación, participación institucional. Derecho de reunión
• TÍTULO VI. Adquisición y pérdida de la condición de empleado público

CAPÍTULO I. Adquisición y pérdida de la relación de servicio
CAPÍTULO II. Acceso al empleo público
CAPÍTULO III. Acceso a la función pública de las personas con discapacidad
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TEMA	29.‐	LEY	13/2015,	DE	FUNCIÓN	PÚBLICA	DE	EXTREMADURA:
TÍTULO	IV	(DERECHOS	Y	DEBERES):	CAPÍTULOS	I,	II,	III	Y	IV.

La Ley 13/2015, de 8 de abril, de Función Pública de Extremadura, regula los derechos y deberes en su Título
IV, con la siguiente estructura en Capítulos:

CAPÍTULO I. Derechos del personal empleado público
CAPÍTULO II. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones
CAPÍTULO III. Régimen retributivo
CAPÍTULO IV. Deberes del personal empleado público, ppios. de conducta y régimen de incompatib.
CAPÍTULO V. La formación de los empleados públicos. La Escuela de Admón. Pública de Extremadura
CAPÍTULO VI. Derecho a la protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo

1.‐	DERECHOS	DEL	PERSONAL	EMPLEADO	PÚBLICO

Derechos individuales.- En correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio, el personal
empleado público tiene los siguientes derechos individuales:

a) A la inamovilidad en la condición de personal funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones y tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna, según los principios constitucionales
de igualdad, mérito y capacidad, mediante la implantación de sistemas objetivos, públicos y transparen-
tes de evaluación.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A ser informado por sus superiores jerárquicos de las tareas a desarrollar, y a participar en la conse-
cución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios.

f) A la defensa jurídica y a la protección por parte de la Administración Pública en los procedimientos
que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funcio-
nes o cargos públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesio-
nales, preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo

i) A la efectiva protección frente a situaciones de acoso sexual, moral, laboral, y por razón de sexo.
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TEMA	30.‐	LEY	13/2015,	DE	FUNCIÓN	PÚBLICA	DE	EXTREMADURA:
TÍTULO	VI	(ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	CONDICIÓN	DE	EMPLEADO	PÚBLICO).

TÍTULO	VII	(PROMOCIÓN	PROFESIONAL	Y	EVALUACIÓN	DEL	DESEMPEÑO).

1.‐	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	CONDICIÓN	DE	EMPLEADO	PÚBLICO

La Ley 13/2015, de 8 de abril, de Función Pública de Extremadura, regula lal adquisición y pérdida de la
condición de empleado público en su Título VI, con la siguiente estructura en Capítulos:

CAPÍTULO I. Adquisición y pérdida de la relación de servicio
CAPÍTULO II. Acceso al empleo público
CAPÍTULO III. Acceso a la función pública de las personas con discapacidad
CAPÍTULO IV. Sistemas selectivos y órganos de selección
CAPÍTULO V. Procedimiento de selección

1.1.- ADQUISICIÓN Y PÉRDIDA DE LA RELACIÓN DE SERVICIO

Adquisición de la condición de personal funcionario de carrera.- La condición de personal funcionario de
carrera de las Administraciones públicas de Extremadura se adquiere por el cumplimiento sucesivo de
los siguientes requisitos:

a) Superación del proceso selectivo.

b) Nombramiento por el órgano o autoridad competente, que será publicado en el Diario Oficial de
Extremadura o boletín oficial correspondiente.

c) Acto de acatamiento de la Constitución española, del Estatuto de Autonomía de Extremadura y del
resto del ordenamiento jurídico.

d) Toma de posesión dentro del plazo que se establezca.

A efectos de lo dispuesto en el apartado b), no pueden adquirir la condición de personal funcionario de
carrera quienes no acrediten, una vez superado el proceso selectivo, que reúnen los requisitos y condi-
ciones exigidos en la convocatoria, quedando sin efecto todas sus actuaciones en el proceso selectivo.

El personal funcionario que, a través de procesos de transferencia, ofertas públicas de empleo o delega-
ción de competencias, obtenga destino en una Administración pública de Extremadura adquiere la
condición de personal funcionario propio de la Administración Pública a la que acceda.

Causas de la pérdida de la condición de personal funcionario de carrera.- Son causas de pérdida de la
condición de personal funcionario de carrera:
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TEMA	31.‐	LEY	13/2015,	DE	FUNCIÓN	PÚBLICA	DE	EXTREMADURA:	TÍTULO	IX
(SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS).	TÍTULO	X	(RÉGIMEN	DISCIPLINARIO).

1.‐	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS

Situaciones administrativas de los funcionarios de carrera.- Los funcionarios de carrera de las Administracio-
nes Públicas podrán encontrarse en alguna de las situaciones administrativas siguientes:

a) Servicio activo.
b) Servicios especiales.
c) Servicio en otras Administraciones Públicas.
d) Excedencia voluntaria por interés particular.
e) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
f) Excedencia voluntaria por cuidado de familiares.
g) Excedencia voluntaria por razón de violencia de género.
h) Excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público.
i) Excedencia voluntaria por nombramiento provisional en un subgrupo superior.
j) Excedencia voluntaria con reserva de puesto
k) Excedencia forzosa
l) Suspensión de funciones.

Servicio activo.- Se hallarán en situación de servicio activo quienes, conforme a la presente ley, presten
servicios en su condición de funcionarios públicos cualquiera que sea la Administración u Organismo
Público o Entidad en la que se encuentren destinados y no les corresponda quedar en otra situación.

Los funcionarios de carrera en situación de servicio activo gozan de todos los derechos inherentes a su
condición de funcionarios y quedan sujetos a los deberes y responsabilidades derivados de la misma.

Servicios especiales.- Los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios especiales
cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en la legislación básica o en alguna de éstas:

a) Cuando sean designados miembros del Gobierno de Extremadura o sean nombrados altos cargos
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, sus organismos autónomos y
entidades públicas dependientes.

b) Cuando adquieran la condición de miembros del Consejo Consultivo de Extremadura.

c) Cuando accedan a la condición de Diputado de la Asamblea de Extremadura, si perciben retribucio-
nes periódicas por la realización de sus funciones. Aquellos que pierdan dicha condición por disolu-
ción de la Asamblea de Extremadura o terminación del mandato de la misma podrán permanecer en
la situación de servicios especiales hasta su nueva constitución.
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TEMA	32.‐	ESTATUTO	DE	LOS	TRABAJADORES:
MODALIDADES	DEL	CONTRATO	DE	TRABAJO.	DURACIÓN	DEL	CONTRATO.

INTRODUCCIÓN

La Ley del Estatuto de los Trabajadores ha sido aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de
octubre, publicada en el BOE de 24 de octubre. Su estructura es la siguiente:

TÍTULO I. De la relación individual de trabajo

CAPÍTULO I. Disposiciones generales

Sección 1.ª Ámbito y fuentes
Sección 2.ª Derechos y deberes laborales básicos
Sección 3.ª Elementos y eficacia del contrato de trabajo
Sección 4.ª Modalidades del contrato de trabajo

CAPÍTULO II. Contenido del contrato de trabajo

Sección 1.ª Duración del contrato
Sección 2.ª Derechos y deberes derivados del contrato
Sección 3.ª Clasificación profesional y promoción en el trabajo
Sección 4.ª Salarios y garantías salariales
Sección 5.ª Tiempo de trabajo

CAPÍTULO III. Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica
Sección 2.ª Garantías por cambio de empresario
Sección 3.ª Suspensión del contrato
Sección 4.ª Extinción del contrato
Sección 5.ª Procedimiento concursal

CAPÍTULO IV. Faltas y sanciones de los trabajadores

CAPÍTULO V. Plazos de prescripción

Sección 1.ª Prescripción de acciones derivadas del contrato
Sección 2.ª Prescripción de las infracciones y faltas

TÍTULO II. De los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores en la empresa

CAPÍTULO I. Del derecho de representación colectiva



www.temariosenpdf.es Tema 33 - Pág. 1

TEMA	33.‐	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	DISPOSICIONES
GENERALES	SOBRE	LA	CONTRATACIÓN	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	RACIONALIDAD

Y	CONSISTENCIA	DE	LA	CONTRATACIÓN	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	34.‐	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
DISPOSICIONES	GENERALES	SOBRE	LA	CONTRATACIÓN	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
LIBERTAD	DE	PACTOS	Y	CONTENIDO	MÍNIMO	DEL	CONTRATO;	PERFECCIÓN

Y	FORMA	DEL	CONTRATO;	RÉGIMEN	DE	INVALIDEZ.

1.‐	LIBERTAD	DE	PACTOS	Y	CONTENIDO	MÍNIMO	DEL	CONTRATO

Libertad de pactos.- En los contratos del sector público podrán incluirse cualesquiera pactos, cláusulas y
condiciones, siempre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y a los princi-
pios de buena administración.

Solo podrán fusionarse prestaciones correspondientes a diferentes contratos en un contrato mixto
cuando esas prestaciones se encuentren directamente vinculadas entre sí y mantengan relaciones de
complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la
satisfacción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional propio de la entidad
contratante.

Contenido mínimo del contrato.- Los documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las
entidades del sector público, salvo que ya se encuentren recogidas en los pliegos, deberán incluir,
necesariamente, las siguientes menciones:

a) La identificación de las partes.

b) La acreditación de la capacidad de los firmantes para suscribir el contrato.

c) Definición del objeto y tipo del contrato, teniendo en cuenta en la definición del objeto las conside-
raciones sociales, ambientales y de innovación.

d) Referencia a la legislación aplicable al contrato, con expresa mención al sometimiento a la normati-
va nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos.

e) La enumeración de los documentos que integran el contrato. Si así se expresa en el contrato, esta
enumeración podrá estar jerarquizada, ordenándose según el orden de prioridad acordado por las
partes, en cuyo supuesto, y salvo caso de error manifiesto, el orden pactado se utilizará para determi-
nar la prevalencia respectiva, en caso de que existan contradicciones entre diversos documentos.

f) El precio cierto, o el modo de determinarlo.

g) La duración del contrato o las fechas estimadas para el comienzo de su ejecución y para su finaliza-
ción, así como la de la prórroga o prórrogas, si estuviesen previstas.

h) Las condiciones de recepción, entrega o admisión de las prestaciones.
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TEMA	35.‐	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
PARTES	DEL	CONTRATO:	ÓRGANO	DE	CONTRATACIÓN.

1.‐	COMPETENCIA	PARA	CONTRATAR

La representación de las entidades del sector público en materia contractual corresponde a los órganos de
contratación, unipersonales o colegiados que, en virtud de norma legal o reglamentaria o disposición
estatutaria, tengan atribuida la facultad de celebrar contratos en su nombre.

Los órganos de contratación podrán delegar o desconcentrar sus competencias y facultades en esta materia
con cumplimiento de las normas y formalidades aplicables en cada caso para la delegación o desconcentra-
ción de competencias, en el caso de que se trate de órganos administrativos, o para el otorgamiento de
poderes, cuando se trate de órganos societarios o de una fundación.

2.‐	ÓRGANOS	DE	CONTRATACIÓN

Son los que están facultados para celebrar los contratos en nombre de la Administración. Pueden ser uniper-
sonales o colegiados, y deben tener atribuida la facultad de celebrar contratos por norma legal o reglamenta-
ria:

• En la Administración General del Estado:

Los Ministros y los Secretarios de Estado son los órganos de contratación de la Administración
General del Estado y, en consecuencia, están facultados para celebrar en su nombre los contratos en
el ámbito de su competencia. En los departamentos ministeriales en los que existan varios órganos
de contratación, la competencia para celebrar los contratos de suministro y de servicios que afecten
al ámbito de más de uno de ellos corresponderá al Ministro, salvo en los casos en que la misma se
atribuya a la Junta de Contratación.

Los Presidentes o Directores de los organismos autónomos, entidades públicas empresariales y
demás entidades públicas integrantes del sector público estatal y los Directores generales de las
distintas Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, son los órganos de contrata-
ción de unos y otros, a falta de disposición específica sobre el particular, recogida en las correspon-
dientes normas de creación o reguladoras del funcionamiento de esas entidades.

Corresponden al Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la Junta de Contratación
Centralizada, las funciones de órgano de contratación del sistema estatal de contratación centralizada.

En los departamentos ministeriales y en los organismos autónomos, entidades públicas empresariales
y demás entidades públicas integrantes del sector público estatal, así como en las Entidades Gestoras
y Servicios Comunes de la Seguridad Social, podrán constituirse Juntas de Contratación, que actuarán
como órganos de contratación, con los límites cuantitativos o referentes a las características de los
contratos que determine el titular del departamento, en los siguientes contratos:
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TEMA	36.‐	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
PARTES	DEL	CONTRATO:	CAPACIDAD	Y	SOLVENCIA	DEL	EMPRESARIO.

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, regula la capacidad y solvencia del
empresario con el siguiente contenido:

Sección 1.ª Aptitud para contratar con el sector público

Subsección 1.ª Normas generales y normas especiales sobre capacidad
Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar
Subsección 3.ª Solvencia
Subsección 4.ª Clasificación de las empresas

Sección 2.ª Acreditación de la aptitud para contratar

Subsección 1.ª Capacidad de obrar
Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar
Subsección 3.ª Solvencia
Subsección 4.ª Prueba de la clasificación y de la aptitud para contratar a través de Registros o listas
oficiales de contratistas

1.‐	APTITUD	PARA	CONTRATAR	CON	EL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- NORMAS GENERALES Y NORMAS ESPECIALES SOBRE CAPACIDAD

Condiciones de aptitud.- Solo podrán contratar con el sector público las personas naturales o jurídicas,
españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en alguna prohibición
de contratar, y acrediten su solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en los casos en
que así lo exija esta Ley, se encuentren debidamente clasificadas.

Cuando, por así determinarlo la normativa aplicable, se le requirieran al contratista determinados
requisitos relativos a su organización, destino de sus beneficios, sistema de financiación u otros para
poder participar en el correspondiente procedimiento de adjudicación, estos deberán ser acreditados
por el licitador al concurrir en el mismo.

Los contratistas deberán contar, asimismo, con la habilitación empresarial o profesional que, en su caso,
sea exigible para la realización de las prestaciones que constituyan el objeto del contrato.

En los contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada, el contratista deberá acreditar
su solvencia y no podrá estar incurso en la prohibición de contratar por haber sido condenadas mediante
sentencia firme por delitos de terrorismo, constitución o integración de una organización o grupo
criminal, asociación ilícita, financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrup-
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TEMA	37.‐	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
OBJETO,	PRESUPUESTO	BASE	DE	LICITACIÓN,	VALOR	ESTIMADO,
PRECIO	DEL	CONTRATO	Y	SU	REVISIÓN:	NORMAS	GENERALES.

1.‐	CAUSA	Y	OBJETO	DE	LOS	CONTRATOS

Causa.- En relación con la causa, y como en la contratación civil entre particulares, no son válidos los contra-
tos administrativos sin causa, o con una causa falsa o ilícita.

Los órganos de contratación del sector público han de determinar con precisión las necesidades que
pretendan cubrir con la celebración de un contrato, dejando constancia de ello en la documentación
preparatoria antes de iniciar el procedimiento de adjudicación. Estas necesidades a satisfacer se definen
y determinan por la Administración, decidiendo los interesados si les conviene presentar sus ofertas.

En la licitación de un tramo de autovía la causa será la necesidad pública de dotar a los ciudadanos de
unas infraestructuras más rápidas y seguras para la circulación de vehículos. Y en la licitación del
mobiliario para un colegio la causa será dotar a un edificio educativo público de todos aquellos elemen-
tos físicos que permitan su uso diario tanto por docentes como por alumnos.

Objeto del contrato.- El objeto de los contratos de las Administraciones Públicas será cada una de las presta-
ciones que se determinan en ellos. Es una de las menciones que debe incluirse en su contenido, o en sus
pliegos.

En la licitación de un tramo de autovía el objeto será la construcción de una vía para vehículos de un
ancho determinado, con dos carriles por cada sentido de la marcha y sus correspondientes andenes, de
un determinado número de kilómetros, con los puentes, acueductos e incluso túneles que sean necesa-
rios. Y en la licitación del mobiliario para un colegio público el objeto será la adquisición de mesas, sillas,
armarios, equipamiento de cocina, comedor y almacén, etc.

El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá definir en
atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto
del contrato a una solución única. En especial, se definirán de este modo en aquellos contratos en los que
se estime que pueden incorporarse innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la
eficiencia y sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que se contraten.

No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los
requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.

Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la realización indepen-
diente de cada una de sus partes mediante su división en lotes, pudiéndose reservar lotes de conformi-
dad con lo dispuesto en la disposición adicional cuarta. No obstante, el órgano de contratación podrá no
dividir en lotes el objeto del contrato cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debida-
mente en el expediente, salvo en los casos de contratos de concesión de obras.
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TEMA	38.‐	PROCESADORES	DE	TEXTOS	MICROSOFT	WORD	2016:
CONFIGURAR	PÁGINA.	FORMATO	DE	CARACTERES,	FORMATO	DE	PÁRRAFOS.

NUMERACIÓN	Y	VIÑETAS.	TABLAS.	CUADRO	DE	TEXTO.	NOTAS
AL	PIE	Y	NOTAS	AL	FINAL.	TABLA	DE	CONTENIDO.

1.‐	OFIMÁTICA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La informática es la ciencia que estudia los ordenadores en su conjunto (máquinas y programas). El concepto
de informática viene dado de la unión de dos palabras INFORmación y autoMÁTICA. Se trata del “conjunto
de conocimientos científicos y técnicas, que hacen posible el tratamiento automático de la información por
medio de ordenadores” (concepto de informática según el diccionario académico de la lengua española).

Dentro de la Informática se engloba la Ofimática, es decir, ésta es una parte de la Informática. No hay que
confundir el concepto de INFORMÁTICA con el de OFIMÁTICA. El concepto de ofimática se aplica a todas
aquellas técnicas, procedimientos, servicios, etc., que se basan en tecnologías de la información (informática
y comunicaciones) y cuya implementación se realiza en el ámbito del trabajo de oficina y similares entornos.
El concepto de ofimática viene dado de la unión de dos palabras OFIcina y autoMÁTICA.

La ofimática engloba, pues, los tratamientos de textos y gráficos, la gestión documental, la agenda, la planifi-
cación de tiempo y actividades, la mensajería electrónica, etc. El entorno donde se desarrolla la ofimática es,
fundamentalmente, la oficina y por tanto, describe su naturaleza y los trabajos que se realizan en ella.

El objetivo es tener la información disponible para cualquier necesidad de la organización. Es necesario
tratarla para presentarla en el formato y soporte más adecuado y poder extraer el conocimiento más relevan-
te en cada ocasión.

1.2.- PAQUETES INTEGRADOS

Con el nombre genérico de paquete integrado se designa el conjunto de software que incluye las funciones
de varios programas en uno solo, bien como módulos de una gran aplicación o formando varias aplicaciones
independientes. Actualmente también se habla de las Suites informáticas, que son paquetes integrados con
gran variedad de aplicaciones.

Un paquete integrado, igual que las Suites, debe de reunir los siguientes requisitos:

-Criterio unificado de diseño, para todas las aplicaciones.

-Ejecución de diferentes programas.

-Acceso compartido de los datos por los diferentes programas, lo que permite exportar datos de uno de
sus programas a los otros. 
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TEMA	39.‐	HOJA	DE	CÁLCULO	MICROSOFT	EXCEL	2016:	LIBROS,	HOJAS
Y	CELDAS.	DISEÑO	DE	PÁGINA.	DATOS.	FUNCIONES.	ORDENAR	Y	FILTRAR.

INTRODUCCIÓN

Excel es una hoja de cálculo integrada en Microsoft Office. Esto quiere decir que si ya se conocen otros
programas de Office -como Word, Access, Outlook, o PowerPoint- resultará más familiar utilizar Excel, puesto
que muchos iconos y comandos funcionan de forma similar en todos los programas de Office.

Líneas de actuación al utilizar una hoja de cálculo

Al trabajar con Excel se pueden señalar ciertas ideas básicas que conviene tener presentes.

• En principio, el usuario debe centrarse en el contenido	de su documento, es decir, en la información,
pues el aspecto	que finalmente tendrá esa información se resuelve posteriormente.

• Hay que tener claro qué información es arbitraria (los datos en sí mismos) y qué información se calcula
a partir de ésta. No se debe introducir como arbitraria información que no lo sea (por ejemplo, anotar
un total de una columna con el número). Las celdas que se calculan a partir de otras deben expresarse
como dependientes, por medio de fórmulas.

• En el caso de una hoja de cálculo, la impresión puede ser un poco menos obvia que en un procesador
de textos. La tabla que se maneja puede tener muchas filas o columnas, y no caber en una página; al
trabajar con la hoja de cálculo no se está trabajando “sobre papel”, no es tan WYSIWYG  (del inglés "What
You See Is What You Get", que significa "lo que se ve es lo que se obtiene") como los procesadores de
textos (de hecho muchas hojas de cálculo ni siquiera se pretende que acaben siendo impresas). Al
imprimir tablas grandes, saldrán en varias páginas.

Si la hoja se pretende imprimir, conviene recurrir con más frecuencia a la presentación preliminar.

Visualización: Partes de la pantalla

La ventana principal de Microsoft Excel tiene, como es habitual, unas zonas características:

• Barras de título, herramientas, menús y estado. Son las típicas en cualquier aplicación Windows.

• Área de documento. Es donde se ve realmente la tabla cuyo contenido se va a editar. Cuenta con barras
de desplazamiento, pero la barra horizontal está comprimida para dejar sitio a otros elementos.

• Cabeceras de fila y columna. Independientemente de las cabeceras que escribamos para las filas y
columnas de la tabla, existen unas cabeceras externas, identificables porque aparecen de color gris y con
forma de botones.
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TEMA	40.‐	BASE	DE	DATOS	MICROSOFT	ACCESS	2016:	TABLAS,	CONSULTAS,
FORMULARIOS	E	INFORMES.	ORDENAR	Y	FILTRAR.

INTRODUCCIÓN

Una base de datos es una herramienta para recopilar y organizar información. En las bases de datos, se puede
almacenar información común sobre personas, productos, pedidos, o cualquier otro tipo de información
relevante. Los componentes típicos de una base de datos hecha en Access son:

•Tablas:

Una tabla de una base de datos es similar en apariencia a una hoja de cálculo, en cuanto a que los datos
se almacenan en filas y columnas. Como consecuencia, normalmente es bastante fácil importar una hoja
de cálculo en una tabla de una base de datos. La principal diferencia entre almacenar los datos en una
hoja de cálculo y hacerlo en una base de datos es la forma de organizarse los datos. Para lograr la máxima
flexibilidad para una base de datos, la información tiene que estar organizada en tablas, para que no haya
redundancias.

Cada fila de una tabla se denomina "registro" y es donde se almacena cada información individual. Cada
registro consta de campos (al menos uno). Los "campos" corresponden a las columnas de la tabla y se
deben configurar con un determinado tipo de datos, ya sea texto, fecha, hora, numérico, o cualquier otro
tipo.

•Formularios:

Los formularios se conocen a veces como "pantallas de entrada de datos". Se utilizan para trabajar con
los datos y, a menudo, contienen botones de comando que ejecutan diversas acciones. Se puede crear una
base de datos sin usar formularios, editando los datos de las hojas de las tablas. No obstante, casi todos
los usuarios de bases de datos prefieren usar formularios para ver, escribir y editar datos en las tablas.

•Informes:

Los informes sirven para resumir y presentar los datos de las tablas. Un informe se puede ejecutar en
cualquier momento y siempre reflejará los datos actualizados de la base de datos. Los informes suelen
tener un formato que permita imprimirlos, pero también se pueden consultar en la pantalla, exportar
a otro programa o enviar por correo electrónico.

•Consultas:

Las consultas son las que verdaderamente hacen el trabajo en una base de datos. Pueden realizar nume-
rosas funciones diferentes. Su función más común es recuperar datos específicos de las tablas. Los datos
que desea ver suelen estar distribuidos por varias tablas y, gracias a las consultas, puede verlos en una




